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PRESIDE: — Señor Representante Víctor Rossi. 
MIEMBROS: Señores Representantes Ricardo Castromán Rodríguez y Julio C. Silveira. 


INVITADOS: Por el Laboratorio Tecnológico del Uruguay (LATU), señor Jorge Soler, Presidente; contador 
Benjamín Turnes, Director; doctor Esteban Marchelli, Gerente General; y doctor Daniel 
Berriolo, Director de Metrología. 


SEÑOR PRESIDENTE (Rossi).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene mucho gusto en recibir al Directorio del LATU, integrado por su Presidente, señor Jorge 
Soler, el Director, contador Benjamín Turnes, el Gerente General, doctor Esteban Marchelli y el Director de 
Metrología, doctor Daniel Berriolo, a los efectos de recibir información con respecto a un planteo realizado 
por la Patronal de Taxis de Canelones, que concurrió acompañada por el Presidente de la Asociación de 
Patronales de Taxis de todo el país para expresar preocupación específica de la primera organización pero 
también las que surgían en otros departamentos. El hecho es que en Montevideo se habría llegado a una 
solución, que si bien no nos pareció percibir que se considerara óptima, por lo menos, había dado 
tranquilidad en cuanto al procedimiento, que consideramos necesario, de control y fiscalización de aparatos. 
De todas maneras, vemos que ha generado algunos desencuentros. 


SEÑOR SOLER.- Como ustedes saben, la Comisión Directiva del LATU está integrada por tres 
Directores. Yo soy el Presidente y me acompañan el contador Turnes, delegado del Banco de la 
República -lamentablemente, el ingeniero Ordoqui, delegado de la Cámara de Industrias del Uruguay, 
está enfermo-, el doctor Marchelli, nuestro Gerente General, y el doctor Berriolo, Director de 
Metrología Legal, que abarca lo relativo a aparatos taxímetros, surtidores de nafta, balanzas, cisternas, 
termometría, etcétera. 


Hemos leído la versión taquigráfica de la sesión a la que concurrieron los representantes de los taxímetros y 
este tipo de reunión nos parece oportuna porque debemos ponernos de acuerdo en viabilizar la mejor forma 


de llevar a cabo lo que es necesario. En Montevideo las cosas funcionan razonablemente bien. Creo que es un 
ejemplo que se puede tomar. Sé que el acuerdo es con la Patronal, que abarca aproximadamente la mitad de 
los taxis de Montevideo, y con respecto a los demás tampoco hay un problema importante ya que cuando la 
Intendencia encuentra que falta alguno de los requisitos para la habilitación del taxi entre los que se 
encuentra el precintado del aparato, le dice al taxista que debe presentarse en el LATU. 


Creo que el interior tiene sus características propias -luego le voy a ceder la palabra al doctor Berriolo, que 
tiene mucha experiencia en ese campo porque frecuentemente acude al interior para hablar con los taxistas y 
también con los Intendentes- como, por ejemplo, la cantidad de automóviles, los kilómetros que recorren por 
mes, etcétera, que pueden ameritar buscar una solución más acorde con ellas. Desde el punto de vista del 
LATU queremos dejar claro que debemos cumplir un mandato a través del Ministerio de Industria, Energía y 
Minería, que nos ha delegado esta tarea del control de los aparatos de medida, y es razonable que se haga en 
forma equitativa en todo el país, no solamente en Montevideo y zonas cercanas. Por otro lado, estamos 
totalmente abiertos a flexibilizar lo que sea necesario para encontrar una solución más acorde, teniendo en 
cuenta que hay asuntos que tal vez hay que tratar con el Ministerio de Industria, Energía y Minería como los 
relativos a las tasas. Pero podemos estar abiertos en todo lo relativo a cómo hacer para que esto funcione 
mejor en el interior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber cómo llegamos a la participación del LATU en el control de 
los aparatos. Hay una ley pero también en determinado momento cambia el sistema del cálculo de 
tarifas del taxímetro y es cuando se completa -por lo menos, es la información que tengo- la 
participación del organismo en forma regular. 


SEÑOR BERRIOLO.- La metrología legal existe en el Uruguay desde la década de 1910, cuando 
apareció el primer taxi en Montevideo, si bien Uruguay firmó el convenio del metro alrededor de 1880. 


En 1982, por compromisos internacionales del país con el sistema internacional de medidas se optó por 
aprobar una ley metrológica, que es lo que han hecho los países modernos, para unificar todos los criterios de 
medidas, difusión de las medidas y custodia de los patrones nacionales. La Ley Metrológica N* 15.298, de 7 
de julio de 1982, prevé la existencia de una Dirección de Metrología que se dedica específicamente a la tarea 
de control de instrumentos y desarrollo de normas y el control y custodia de patrones, tarea que encomendó 
al LATU. Es decir que el organismo ha tenido desde el principio una participación en la coordinación de la 
metrología nacional científica e industrial. Asimismo, había un apartado para la metrología legal en la cual el 
Estado fija pautas para unificar criterios de administración de las medidas para el desarrollo del país, porque 
en definitiva, esto no solamente tiene que ver con la regularidad con la que se mide un metro de tela sino 
también con cómo se hace un edificio o cómo pesamos cuando exportamos, lo que significa que está 
relacionado con el desarrollo del país. Uno de los aspectos importantes de esta ley es que determina en su 
artículo 3* el carácter nacional de la Metrología, rompiendo con una tradición en que estaba descentralizada, 
no era algo armónico ni existían criterios uniformes. Hasta el año 1982 teníamos Metrología a través del 
sistema de pesas y medidas en Subsistencias, de pequeñas unidades en las Intendencias que así lo deseaban y 
había Intendencias que controlaban a los taxímetros y otras que no lo hacían. 


El artículo 3” de la Ley N* 15.298 establece lo siguiente: "Al Poder Ejecutivo a través del Ministerio de 
Industria y Energía, compete: 1) Fijar y dirigir la política nacional de metrología y ejecutar la acción 
administrativa necesaria al cumplimiento de esos fines; [...]". Ejecutar implica llevar adelante por sí, desde el 
Ministerio de Industria, Energía y Minería, la Metrología Legal, para lo que se crea la Dirección de 
Metrología Legal que desde el año 1983 cumple funciones de control de todos los instrumentos mencionados, 
como balanzas, básculas industriales, metros, surtidores, taxímetros, camiones cisterna, si bien la norma 
relativa a los taxímetros es nueva y aparece en 1995. En este sentido quería hacer una precisión: esto no fue a 
instancias de un cambio, de que el Ministerio de Economía y Finanzas pasara a cambiar la reglamentación en 
cuanto a fichas o a metros, sino que se empezó a reglamentar en cumplimiento de los compromisos 
MERCOSUR. Fue así que se acordaron temas prioritarios para los cuatros países, esos temas se empezaron a 
reglamentar y cada país tiene la obligación de internalizar las normas una vez que los grupos de trabajo 
llegan a un texto común. A fines del año 1995 -principios de 1996- se aprueba la primera norma de 
taxímetros y el LATU empieza a comunicárselo a las Intendencias. Se implementa una etapa de transición 
que se cumple con total normalidad en todo el país, especialmente en Montevideo, donde hoy hay 3.060 
taxímetros, por lejos mucho más del 70% de los que existen en todo el país porque en el interior, según 


declaración de las Intendencias, hay unos 800 taxímetros más. Al respecto tenemos nuestras dudas porque se 
trata de informaciones que no se actualizan con la misma calidad que en Montevideo, donde hay un registro 
magnético y se tiene un contacto estrecho con la División de Tránsito y Transporte. 


A partir de 1995 se hace el control de taxímetros en función de una norma MERCOSUR internalizada. 
Después, a nivel del Ministerio de Economía y Finanzas se llevan a cabo algunos cambios en la 
reglamentación y demás; inclusive, después de la crisis de 2002, esta Cartera comienza a hacer cambios de 
ficha más seguidos, lo cual nos obliga a hacer controles más asiduos, no por nuestra voluntad sino porque el 
aparato es abierto para cambiar las características. La mayoría de los aparatos que existen en el mercado no 
cuentan con la aprobación del modelo porque son anteriores a 1995 y están sujetos a caducidad una vez que 
vence el plazo de vigencia que establecen las normas MERCOSUR para que se haga una transición normal 
sin gran impacto; sería un shock si cada vez que se aprueba una norma todo el mundo tuviera que cambiar de 
aparatos. 


Desde 2002 a la fecha hay más frecuencia de los controles por cambios de tarifa. El aparatista se ve obligado 
a abrir el aparato para cambiar las distancias. Recordemos que en setiembre de 2002, en Montevideo, la 
bajada de bandera era a los 600 metros y después cada ficha caía cada 140 metros. Como una forma de 
mejorar la tarifa sin subir el precio, el Ministerio de Economía y Finanzas autorizó a pasar la bajada de 
bandera a 250 metros y cada siguiente ficha cada 100 metros, lo cual tuvo repercusiones muy asimétricas en 
el interior. Esto se intentó hacer a nivel nacional pero algunos departamentos lo impugnaron porque en 
realidad no iban a tener más viajes porque la tarifa iba a ser más cara, etcétera, lo cual obligó a efectuar un 
montón de controles. 


En definitiva, hay una ley metrológica que crea una competencia exclusiva y excluyente en el Ministerio de 
Industria, Energía y Minería de la ejecución administrativa de la Metrología Legal. Esa norma también prevé 
entre sus artículos que las tareas técnicas puedan ser delegadas, si así conviniera, a otros organismos. En 
aplicación de esto y con una exposición de causas por parte del Ministerio de Industria, Energía y Minería del 
año 1994 -en virtud de la imposibilidad de mejorar los medios y una serie de limitaciones que existían para 
un mejor ejercicio y ampliación del universo de instrumentos a controlar- este firma un convenio con el 
LATU que es ratificado por el Poder Ejecutivo a través de una resolución de Presidencia de la República de 
fecha 1” de noviembre de 1994. No hablo del Decreto del Ministerio porque esta Cartera lo que hizo fue un 
Decreto en el que informaba que se hacía el convenio y que los funcionarios que quisieran integrar el LATU 
debían renunciar a la función pública. Fue así que treinta funcionarios renunciaron a la función pública para 
integrar el equipo metrológico inicial en el LATU. Cumplido esto, en base a la norma legal, se le dio el 
trabajo técnico y no se le delegaron las funciones sancionatorias que, obviamente, corresponden al Poder 
Ejecutivo y las sigue ejerciendo el Ministerio. Con posterioridad, a la Dirección General de Secretaría del 
Ministerio de Industria, Energía y Minería, por un artículo de una ley de presupuesto, se le encomendó las 
funciones de la Dirección que fue eliminada, al pasarse la mayoría de las tareas técnicas. Las tareas jurídicas 
y administrativas son menores. Es así que la Dirección General de Secretaría del Ministerio de Industria, 
Energía y Minería es la rectora nacional en materia de política de Metrología Legal; es a la que nosotros 
respondemos e informamos y la que nos da las directrices en esta materia. 


Si a la Comisión le parece conveniente, vuelvo a lo que hace al control de taxímetros. A partir de 1995 
empieza tímidamente el control de taxímetros. Se deja un año de transición para informar a las Intendencias y 
se hace un control prueba de 343 taxímetros en Montevideo, donde encontramos colaboración inmediata. Ya 
en 1997 nos lanzamos a un control de carácter nacional, haciendo 4.151 taxímetros y en 1998 llegamos al 
techo de controles con 4.999. Recién en 2001 empieza un decaimiento de las Intendencias, las que deciden no 
colaborar con nosotros. Algunas expresan razones políticas sin ningún argumento jurídico -que no puede 
haber porque hay una norma legal que lo establece y decretos reglamentarios hechos en forma y como 
corresponde- y otras razones de momento y de oportunidad; no nos facilitan los listados de taximetristas ni 
las citaciones, lo cual bloquea nuestra tarea. Es bien claro que el LATU es un organismo técnico; si va a hacer 
un control y la Intendencia, que es la dueña del permiso que es lo que más importa al taximetrista, no exige el 
control metrológico del aparato, el taximetrista no se presenta al control y nuestra función desaparece. 


A pesar de eso, nosotros hemos seguido yendo hasta el año 2002 a todas las Intendencias con variadas 
suertes. En algunos lados, hemos ido a trabajar y nos hemos pasado tres horas en la ruta -que es donde se 
marcan las pistas- esperando a los taxistas y en otras han ido todos. Eso ha tenido un gran impulso el año 
pasado por las gremiales del taxímetro. No estoy diciendo nada nuevo porque en las publicaciones del propio 


gremio del taxímetro de Montevideo surge claramente que ellos propugnan una interpretación equivocada del 
decreto reglamentario en la cual limita al LATU a la sola aprobación del modelo y control en el caso de 
rotura o cambio. La ley metrológica no limita la acción del Estado en el control metrológico; dice "ejecutar 
las acciones administrativas y jurídicas para el cumplimiento de la metrología legal". Eso quiere decir que 
cada vez que hay un acto metrológico lo hace el Ministerio de Industria, Energía y Minería a través de las 
herramientas técnicas que quiera utilizar. No es una potestad que haya delegado en las Intendencias y, por lo 
tanto, el administrado no puede elegir cuándo hace el control con el LATU y cuándo no. Esa interpretación 
fue mejor recibida en algunos lugares que en otros; algunas Juntas Departamentales sacaron decretos o 
simplemente comunicaron al LATU que no nos iban a recibir. Jurídicamente eso no tiene valor. Yo soy 
abogado. A quién corresponde definir este tema es al Ministerio y es a quién se le comunicó sistemáticamente 
este tipo de resistencias al control. 


En el año 2003, hubo Intendencias a las que no fuimos porque el año pasado concurrimos y no hubo trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Frente a esa comunicación de ustedes respecto a la resistencia en los 
controles, ¿qué ha sucedido? 


SEÑOR BERRIOLO.- Supongo que el Ministerio lo está estudiando pero debería ser esta Cartera la 
que conteste esta pregunta. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍGUEZ.- ¿La actitud de los Gobiernos Departamentales se sigue dando 
hasta este momento? ¿Las Intendencias se han arrogado esa "potestad" -entre comillas- de decir sí o 
no a la inspección? 


SEÑOR BERRIOLO.- Hay diferentes niveles. Algunas Intendencias dictaron resoluciones. Recuerdo 
de memoria Salto, Cerro Largo y últimamente Lavalleja. Son Intendencias que colaboraron hasta el 
año anterior; nos llamaban para decirnos en qué fecha iban a hacer su control y coordinarlo, porque 
este es un control coordinado y a ellos les conviene que el nuestro sea inmediatamente antes que el 
control de vehículos. 


A su pregunta contesto que sí; realmente, no nos dejan ir. 


El año pasado, en Canelones hubo un comunicado de la gremial diciendo que tenían un conjunto de Ediles 
que los apoyaban para que funcionara esta norma. Nos pidieron una prórroga. Lo hizo personal jerárquico de 
la Intendencia. Nos llegó una comunicación de la Comisión de Transporte diciendo que nos pedían prórroga 
para estudiar el tema según la versión que manifestaba la asociación de taximetristas. Por supuesto, el LATU 
tiene flexibilidad. Si alguien está estudiando algo y es un organismo departamental, lo esperamos. Así los 
esperamos, los esperamos, y después nos enteramos que el caso fue archivado, que jamás fue aprobado por la 
Junta de Ediles. Entonces, en el año 2002, los taxistas de Canelones quedaron sin control. 


A modo de ejemplo, en el año que cursa, la Intendencia nos llamó a nosotros, la encargada del área, señora 
Hernández, para pedirnos que por favor coordináramos antes del control y fuimos a hacerlo. Se presentaron 
en un número importante, no todos, porque obviamente si hay una gremial que está propugnando que no se 
haga el control, algunas personas se resistirían. Pero la Intendencia de Canelones estudió esa norma, la 
consideró inconstitucional -supongo- y no le dio curso al pedido. Por lo tanto, estamos yendo a Canelones. 
En otras Intendencias no es así la situación. 


¿Cómo funciona el sustento legal y cómo estamos operando? 


En lo que va del año ya hemos hecho los 3.060 taxis de Montevideo y más de 200 en el interior. Como les 
decía, tuvimos la sorpresa de ir a Intendencias que hasta hace poco colaboraban y que nos dijeran: "No, solo 
van a poder controlar los cambios de taxímetros". Fuimos a Salto, con el costo operativo que eso significa, y 
nos encontramos que de 160 taxis había 10 porque la Intendencia había dicho que el control iba a ser solo 
sobre los aparatos nuevos. 


Una de las cosas que me sorprendió en la lectura de la versión taquigráfica que nos hicieron llegar de la 
reunión con las gremiales -digo gremiales porque estaba el señor Dourado que representa un número 


importante de taxis de Montevideo y que tiene al igual que el señor Caraballo un diálogo frecuente con el 
LATU porque nos han advertido muchas veces de sus acciones; han venido a coordinar muchas cosas; han 
venido a pedir muchas veces flexibilidad en los cambios de operativa- fue que se hablara de que el LATU 
cobra la tasa metrológica. El LATU atiende todos los instrumentos que mencionábamos -balanza, surtidores, 
camiones cisternas, etcétera- y nunca cobró una tasa ni puede hacerlo porque sería ilegal. Las tasas las cobra 
el Estado. Las tasas que pagan los usuarios de taxímetros se vierten en una cuenta del Ministerio de Industria, 
Energía y Minería que después, cuando corresponde y puede, paga al LATU por el servicio y no tiene nada 
que ver con la suma que paga el usuario, en cuanto a esta tasa u otra; se trata de una relación totalmente 
distinta. Eso lo saben los gremios del taxi porque lo hemos hablado regularmente. Confunden tasa con precio. 
La tasa es una imposición de origen legal, tiene una fuente legal; hay una ley que determina cómo se fijan las 
tasas, por qué se hace. Están fijadas en U.R. lo cual hace que se mantenga el valor. Pero cualquier ciudadano 
sabe que a partir de 2002 la U.R. cayó en picada. Por lo tanto, en dólares, la U.R. bajó de 2002 a la fecha y la 
tasa que percibe el Estado por el control de taxímetros bajó en los hechos lo que bajó la U.R. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍGUEZ.- ¿Se está refiriendo al cobro de $ 608? 
SEÑOR BERRIOLO.- Exactamente. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍGUEZ.- ¿Cómo surge esta tasa? 


SEÑOR BERRIOLO.- Las tasas se fijan por ley. Resumiendo, el artículo 331 de la Ley N* 15.809 -Ley 
de Presupuesto-, de 8 de abril de 1986, creó las tasas de aprobación de modelo, verificación primitiva y 
verificación periódica que deberán abonar los usuarios por cada instrumento de emisión. Estas tasas, 
en la ley original, estaban fijadas en nuevos pesos lo que probó su ineficacia rápidamente. Por lo tanto, 
el artículo 216 de la Ley N* 16.320, de 1” de noviembre de 1992, sustituye los artículos anteriores y le da 
una nueva redacción a la paramétrica, fijando las tasas en U.R. Lo que establece la ley son rangos a 
partir del precio de venta del tipo de instrumento en el mercado. Por lo tanto, todos los años se hace 
una consulta a fabricantes importadores, se les pregunta cuál es el valor de venta de sus instrumentos, 
y el valor promedio es el que se aplica sobre esta paramétrica -no la vamos a leer porque es densa- y de 
ahí surge en forma clara, transparente, legal y quizás anacrónica -si lo analizamos hoy- el valor de la 
tasa. Esa tasa se fija año por año a través de una resolución del Ministerio de Industria, Energía y 
Minería. 


Lo que ha ocurrido en los hechos es que la tasa en U.R. no ha subido casi nada en los últimos años. La última 
resolución del Ministerio fijando las tasas fue del 5 de agosto de 2004. Es muy reciente y en ella simplemente 
se dice que se mantienen las tasas de 2003; algo parecido de lo que se dijo en 2003 respecto a 2002. ¿Por 
qué? Porque los valores bajaron, como todos sabemos. Si bien la U.R. cayó, los valores de los instrumentos 
en dólares también cayeron porque después de 2002 muchos importadores tenían "stock" y tenían que 
venderlo. O sea que la tasa se ha mantenido igual y en dólares ha bajado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se nos ha explicado con mucho detalle de dónde surge la tasa, cómo se 
calcula e, inclusive, se nos habló sobre la paramétrica. Pero también se dijo que el Ministerio de 
Industria, Energía y Minería -que es el que recauda esta tasa- paga al LATU cuando puede y lo que 
puede. Y me pareció entender que hay una diferencia entre el monto de la tasa que se cobra y el del 
servicio que paga el Ministerio. ¿Es así? 


SEÑOR BERRIOLO.- Sí; hay una diferencia. Eso sucede porque no se recauda el 100% de lo que se 
emite; es la realidad del país. Nosotros llamamos emisión a cada certificado que emitimos por trabajo 
realizado. Nosotros hacemos un trabajo del 100% y el Estado resiste una morosidad de pago de tasa 
que varía entre un 25% y un 35% regularmente, habiendo determinadas épocas del año en los que 
llega al 50%. Esto quiere decir que de cada dos trabajos que realizamos solo un comerciante paga. 


Además, hay nuevas normas de operativa del Estado; antes el Ministerio podía pagar directamente: 
recaudaba y emitía el pago del servicio al LATU. Actualmente, eso debe volcarse a Rentas Generales y el 
Ministerio tramita un crédito para pagar al LATU. Todo ello genera cierto atraso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por cada uno de los servicios de contralor que hacen el Ministerio recibe 
$ 608. 


SEÑOR BERRIOLO.- Si pagaran, sí. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Y si todo anduviera bien, ¿cuánto llegaría al LATU? 


SEÑOR BERRIOLO.- El 55%. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, si me permite, debo decir que hay una contradicción entre la 
definición de tasa, entre el aporte que recauda el Ministerio, y la realidad. Digo esto porque la tasa es el 
costo que requiere el cumplimiento de un servicio. Queda claro que lo que recauda el Ministerio de 
Industria, Energía y Minería no es responsabilidad del LATU -no son ustedes los que tendrían que dar 
esta respuesta- pero aquí hay una diferencia entre el costo del servicio -que es lo que ustedes perciben- 
y el monto de la tasa que fija el Ministerio, que tiene un adicional que deberíamos saber a qué 
corresponde. 


SEÑOR BERRIOLO.- Sucede que la Dirección General de Secretaría del Ministerio -que es 
responsable de la metrología legal en el país- se rige por ciertas estructuras jurídicas y administrativas, 
y hay potestades que no puede delegar; por ejemplo, la potestad sancionatoria. Nosotros realizamos 
toda la infraestructura técnica y administrativa de preparación, pero cuando hay incumplimientos - 
inclusive, esta morosidad, que por supuesto se persigue-, las resoluciones son adoptadas por el 
Ministerio. Pienso que es el Ministerio el que debe aclarar el destino de la parte que le corresponde. 


SEÑOR SOLER.- No conozco las razones de la división del monto de la recaudación, pero los dos 
organismos tienen cierta responsabilidad. Entonces, es lógico que una parte de esa recaudación vaya 
para el que tiene una serie de responsabilidades y que la otra se destine al otro organismo involucrado 
en el tema. Se puede discutir si es mucho o poco, pero deberíamos convenir que es razonable que cobre 
algo el organismo que tiene el contralor. 


Sería interesante analizar alguna solución ante el planteo de los taxistas del interior. En tal sentido, creo que 
existe un ámbito para hacerlo. El fin del contralor de metrología es tener la tranquilidad de que puede hacer 
los controles en todos los taxis, siempre y cuando alguna de las partes involucradas pueda asegurar que todos 
los taxis se presentan. 


Por otro lado, no tengo dudas de que tanto el LATU como el Ministerio estarían dispuestos a realizar 
acuerdos -dada esa base de universalidad de inspección- que viabilizaran los costos para los taximetristas. 
Algo parecido -es un avance en ese sentido- se ha hecho con una gremial en Montevideo. Se trata de evitar 
duplicaciones de cobro durante el año. Por ejemplo, si el taxímetro debe ser renovado o se rompe, se acordó 
cobrar solo una cuota anual; también se acordó que la forma de pago de esa tasa anual sería a través de 
cuotas. 


A su vez, dado que los taxímetros del interior recorren menos kilómetros que los de la capital, se podría 
pensar en balancear el sentido común con la rigurosidad estadística; uno podría decir que la frecuencia 
necesaria de inspección en el interior podría ser menor que en la capital, lo que contribuiría a reducir los 
costos. Creo que hay ámbitos para construir una solución en base al sentido común. Por un lado, debería 
haber una mínima garantía en cuanto a que los aparatos midan lo que tienen que medir y, por otro, los costos 
deberían adecuarse a las necesidades de los taxistas del interior. 


SEÑOR TURNES.- En primer lugar, está muy bien que exista un control en la metrología de los taxis, 
primero por el consumidor en sí; en segundo término, esto está bien para la imagen de país, tanto para 
el consumidor externo como el interno, teniendo en cuenta que hoy en día se piensa mucho en el 
turismo. 


En cuanto a los kilómetros recorridos en el interior con respecto a la capital, debe reafirmarse que desde el 
punto de vista del LATU y de su aspiración a ser oído en la fijación de la tasa -quedó claro que no lo fija el 


LATU-, hay la mejor voluntad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En general, el servicio de taxímetros en Uruguay es bueno y da seguridades 
que no es fácil encontrar en América. Sin embargo, avanza en forma bastante amenazante la 
informalidad en el sector, lo que conlleva a la desregulación del servicio, al escape de los controles y a 
algunos problemas en materia de seguridad -que existen en otros lugares de América—<que, dada la 
tradición del taxímetro en el Uruguay, afortunadamente todavía no se han producido. Debemos cuidar 
este aspecto porque, de lo contrario, rápidamente -como en otros rubros- vamos a parecernos a lo peor 
de nuestros vecinos y no vamos a poder sostener lo mejor. Para lograr esto, hay disposiciones de 
carácter nacional que deben aplicarse. Todos sabemos que a nivel nacional determinados aspectos de la 
actividad del taxímetro se rigen adecuadamente, como la tarifa y los mecanismos de contralor. Pero 
también hay competencias municipales y en estos aspectos siempre se han reflejado las 
particularidades de las administraciones departamentales que no necesariamente coinciden, más allá 
del partido que las esté gobernando; en estos aspectos se refleja la personalidad de quien ejerce el 
gobierno en cada lugar. También sabemos que en Montevideo la tarifa determinada se aplica con 
bastante rigidez, mientras que en el interior no es tan así, y cuanto más nos alejamos de la capital hay 
un mayor margen de flexibilidad en cuanto a su aplicación. En realidad, el aparato del taxímetro no se 
usa, salvo en Montevideo y en algún tipo de viaje en particular en Canelones. La aplicación del aparato 
se va dejando de lado en la medida en que nos vamos alejando, a tal punto que en algunos lugares los 
viajes siempre son negociados. Y no solo son negociados, sino publicitados; en algunos lugares del 
interior los viajes tienen un precio preestablecido, independientemente de lo que el aparato marque. 


Este es un elemento que hace a los problemas que el país vive en esta época; el problema se ha ido 
agudizando y también se avanza hacia la informalidad. En algunos lugares se han dado competencias entre 
los taximetristas; algunos se organizan y ponen cierta tarifa y otros, para competir, cobran $ 2 menos el 
mismo tipo de servicio, organizándose en la otra esquina. Hay ejemplos de esto en muchos lados. Al 
respecto, el LATU tiene que ver en una parte, pero el problema es bastante más grande. 


¿Cómo se realizan los controles? Está claro que el Ministerio, cuando fija la tarifa, no debe dejar de lado que 
no es lo mismo ajustar el precio de las fichas y mantener su frecuencia de caída que modificar la frecuencia, 

porque eso significa el costo adicional de tener que arreglar el aparato y, por lo tanto, genera la necesidad de 

contralor. 


El LATU ha hecho algunos acuerdos con talleres habilitados. Me gustaría que nuestros invitados me 
explicaran esto más en detalle, porque la habilitación de talleres siempre significa un riesgo. Hay 
antecedentes de talleres habilitados en otra época que resultaron infieles al cumplimiento de sus cometidos. 
Por eso, esto de habilitar talleres para que los servicios que han sido delegados al LATU, a su vez, sean 
delegados por este a terceros es un tema delicado. 


El proceso de inspección que los invitados plantean, más allá de que pueda ser innecesario o inconducente en 
cuanto a los servicios comentados, no cumple la función que debería cumplir. En primer lugar, se trata de 
inspecciones del aparato y del servicio de los que quieren presentarse a inspección, pero los que no quieren, 
no se presentan; después, esto depende de la Intendencia. En segundo término, estos controles se realizan con 
preanuncio. Se dice treinta días antes que el LATU tiene planificado hacer una inspección en tal lugar, por lo 
que es un lapso más que suficiente para ajustar todas las condiciones y no perder ningún examen. Si 
realmente lo que se busca es la defensa del consumidor y el ajuste a las normas, la inspección debería caer en 
el momento en que lo disponga la entidad que tiene que controlar y no cuando lo fije el que tiene que ser 
controlado. 


Este problema no ha tenido demasiadas consecuencias, porque como la merma del pasaje es tan grande y la 
tendencia es ofrecer servicios inclusive por debajo de la tarifa, hasta ahora no ha pasado nada. Pero en otro 
momento de la economía del país, esto puede ser un elemento que lleve a desvíos que no creemos 
conducentes. 


Por lo tanto, quisiera saber cuál es la relación con los talleres habilitados y por qué las inspecciones no son 
tales, ya que el LATU, por ejemplo, inspecciona los taxímetros habilitados de Canelones -que fue el que 
promovió el tema-, pero planificando con anterioridad. 


SEÑOR SOLER.- La responsabilidad del LATU es asegurar que el aparato mida lo que tiene que 
medir, y para eso se precinta. Obviamente, en este sentido se puede hacer una cantidad de cosas; 
cualquiera puede sacar un precinto, falsificarlo, etcétera. Por lo poco que conozco, me da la impresión 
de que la responsabilidad de verificar que el coche esté en condiciones para llevar pasajeros -en 
materia de seguridad, de higiene y de dar confianza al usuario- es del organismo local, o sea, de la 
Intendencia. También supongo que la inspección debe exigir, por ejemplo, que el coche tenga extintor; 
si no lo tiene o si las condiciones de higiene no son adecuadas, por ejemplo, la Intendencia debe decidir 
no darle la habilitación. En ese período, entre una habilitación y otra, el taxista podría fraguar algo, 
tanto en aspectos de seguridad e higiene como de control del aparato; por eso se pone el precinto. 
Inclusive, en cuanto a las inspecciones, es bueno -no contraproducente- que haya una coordinación con 
las Intendencias en el interior; antes de conceder las habilitaciones anuales, y como uno de los puntos a 
chequear es la precisión de medida del aparato de taxímetro, es bueno que se coordine con el LATU, 
que es el organismo de contralor, para que de una vez se presenten todos los taxis. Creo que no solo 
existiría un problema de costo grande, si fuera aleatorio, sino que también habría una cuestión de 
confianza y de trabajo en equipo. O sea, uno precinta y se supone que al año siguiente va a ver si tiene 
ese precinto. Pero la ley también dispone que si el aparato se rompe y es intervenido, los talleres 
autorizados a repararlo tienen la obligación de remitir una comunicación al LATU explicando la 
situación, y se va a hacer una inspección extra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entiendo perfectamente la explicación y me consta que el LATU no es el 
organismo que tiene que velar por el cumplimiento de algunos de los aspectos que planteé. 


Mi referencia va dirigida -en consonancia con lo planteado por quienes promovieron el tema- a que el LATU 
se tendría que limitar a la aprobación del aparato, a verificar que funcione, pero no necesariamente dentro del 
taxímetro tal o cual; solo debería habilitar el modelo y verificar que la caída de las fichas corresponda, y la 
aplicación quedaría por cuenta de ellos. Ese es un criterio. Daría la impresión de que el hecho de que las 
inspecciones se realicen de la forma en que se hacen, estaría dando la razón a este criterio. Por eso hago este 
razonamiento y formulo la pregunta. 


También quisiera saber cómo es el relacionamiento con los talleres habilitados que, a mi juicio, cumplen una 
función auxiliar para el LATU durante algún período. 


SEÑOR BERRIOLO.- El señor Presidente entendió claramente el enfoque del LATU; no sé cómo lo 
harían antes las Intendencias. Nosotros los consideramos auxiliares de nuestro trabajo, ya que 
solucionan el déficit en cuanto a la inspección aleatoria. Vamos a aclarar que en el caso de la inspección 
anual el procedimiento ha sido así toda la vida por un problema de volumen; no se puede hacer 3.000 
inspecciones sorpresa porque el costo sería abrumador y causaría una gran distorsión en la actividad 
de los vehículos de transporte. 


Me voy a referir a la Intendencia Municipal de Montevideo, porque es la que tiene el mayor volumen de taxis 
y en la que hemos encontrado la mayor colaboración para trabajar durante todos estos años; hemos trabajado 
en forma coordinada. Hasta 1995 el Gobierno Municipal de Montevideo tenía su propio sistema de control, 
que estaba ubicado en Maldonado y Jackson; lo hacían mediante una máquina israelí de rodillos 
especialmente diseñada para controlar los aparatos de los taxímetros. Cuando se aprobó la ley mantuvimos 
entrevistas con funcionarios de la Intendencia para que nos transmitieran su experiencia. Nosotros teníamos 
toda la teoría; trajimos asesores brasileños y mandamos a nuestros técnicos a San Pablo, donde se 
inspeccionan más de 100.000 taxímetros; lo hicimos para conocer el procedimiento, pero nos faltaba la 
experiencia de mercado, es decir, saber qué pasaba con los taxistas. 


Hasta ese momento la Intendencia realizaba con aviso previo la inspección fundamental, la habilitación del 
vehículo para ratificar el permiso, y después, a lo largo del año, si los inspectores descubrían una situación 
que podía ser irregular, generalmente la falta de precinto del aparato, derivaban al taxista al lugar de control. 
Tratamos de reproducir este modelo, pero con una carencia que solo podían suplir las Intendencias, porque 
nosotros no tenemos poder de secuestro del instrumento. La ley metrológica habla de secuestro de 
instrumentos en caso de fraude, etcétera; pero en 1995, luego de firmado el convenio, el Ministerio nos 
comunicó que no iban a autorizar el secuestro de instrumentos por parte del LATU en virtud del principio 
constitucional de la libertad de trabajo. Nosotros no podemos interpretar lo que quiere quien nos contrata sino 


que las nuevas reglas de juego son parte del convenio. Por lo tanto, no podemos tomar un taxi en el Cerro y 
decirle que vaya hasta Carrasco para hacer el control porque allí está la pista, ya que si el aparato está bien, la 
persona me va a pedir los $ 200 del viaje, lo que es razonable porque el hombre está trabajando. Entonces, 
coordinamos con la Intendencia Municipal de Montevideo que cuando salen a controlar taxímetros y 
encuentran rotura de precinto o tienen alguna duda con respecto a la instalación, nos deriven el caso. 
Inclusive, si se presenta alguna situación un poco más seria, secuestran el instrumento en el depósito de la 
calle Rivera y a la mañana siguiente se realiza el control. 


En el resto del país hemos ofrecido esto porque necesitamos de la colaboración de quien es dueño del 
permiso de secuestro del instrumento, que no es el LATU y ni siquiera el Ministerio de Industria, Energía y 
Minería, pero no hemos obtenido respuesta, a pesar de que la inspección aleatoria el LATU la hace en forma 
gratuita porque el certificado tiene validez anual. Es decir que si uno no tiene ningún problema con el aparato 
no debe ir al LATU nuevamente ni pagar nada más al Estado, y no hablo solo de los que firmaron el acuerdo. 
Además, el acuerdo establece que cuantas veces se rompa el aparato, el LATU lo arreglará en forma gratuita. 


Lamentablemente, las Intendencias del interior -no sé si inspeccionan o no- no tienen interés, a pesar de que 
el servicio que ofrecemos es gratis; en caso de aceptar, deben decirnos cómo, cuándo y donde realizar la 
inspección, porque ellos pueden hacer que el vehículo vaya hasta la pista. 


Entonces, tratamos de que el sistema cerrara y nuestra herramienta fueron los aparatistas. De acuerdo con el 
Decreto N* 218/983 de 29 de junio de 1983, que contiene la reglamentación que regula la actividad de los 
fabricantes, importadores o reparadores de instrumentos de medición reglamentados -hay un registro único de 
todos los vinculados con el tema- ellos deben registrarse en el LATU; se exige que el reparador cumpla 
ciertas obligaciones de carácter documental y de equipamiento. Nosotros hacemos una inspección y lo 
constatamos. La herramienta que encontramos fue crear un convenio entre el LATU y cada aparatista que 
quiera registrarse y trabajar en cualquier parte del país; en el convenio se establecen las responsabilidades y 
los tiempos con respecto a la reparación, así como también a la información que debe brindar al organismo en 
forma inmediata para que tengamos conocimiento de que determinado aparato fue intervenido; se registra un 
precinto individual para cada reparador para que en el siguiente control anual el LATU pueda constatar que el 
aparato está funcionando bien y que tiene el precinto de nuestro organismo o el del reparador. Esto 
demostraría que no hay fraude, y si se constata una falla, debe investigarse si se debe a que abrieron el 
aparato o a que el reparador lo arregló mal. Ese es el mecanismo que encontramos para garantizar que no 
ocurra lo que decía el señor Presidente, es decir, que salen del control del LATU, arrancan el precinto, 
arreglan el aparato y lo vuelven a su estado anterior un día antes de la inspección anual. Esto no pasa más 
porque los reparadores tienen la obligación de firmar una especie de contrato por el cual deben informarnos 
mensualmente y tienen un precinto numerado por el cual, si arreglan el aparato diez veces en un año, 
nosotros lo vamos a saber. De esta manera, también vamos a saber cuándo intervenir e ir a buscar el aparato. 
No podemos solucionar el tema del secuestro del taxímetro, porque no está entre nuestras potestades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros registramos la información que nos han dado y la agradecemos, así 
como también la disposición para trabajar a los efectos de ajustar el funcionamiento de los aparatos de 
modo que esta tarea resulte lo más eficaz y beneficiosa para todas las partes. Les haremos llegar la 
versión taquigráfica de esta sesión a quienes promovieron el tema. 


Muchas gracias por su presencia. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


